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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 15 de diciembre de 2021. 

Comparece mediante recurso de certiorari, la parte 

peticionaria RANI HOLDINGS, INC., (en adelante RANI o parte 

peticionaria). Solicita esta parte la revocación de una Orden del 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Hatillo, (en 

adelante, TPI), emitida el pasado 20 de julio de 2020, notificada 

el 22 de julio de 2020. Mediante la misma, el Tribunal admitió la 

Demanda Enmendada presentada el 3 de junio de 2020 por S-

Mart Design Group, Inc. y otros (en adelante, S-Mart o parte 

recurrida).2 Como consecuencia, el tribunal recurrido no acogió la 

 
1   Mediante la Orden Administrativa TA-2021-041 de 10 de febrero de 2021, 

se designó a la Hon. Grace M. Grana Martínez para entender y votar en el 

caso de epígrafe en sustitución de la Hon. Luisa M. Colom García, quien se 

acogió a los beneficios del retiro el 31 de enero de 2021. 
2 Certiorari, pág. 4. Aunque la peticionaria hace referencia a la Orden del TPI 

en el Apéndice del recurso, pág. 44, entendemos que se refiere a otra orden 

del tribunal recurrido de la misma fecha, en la que este permitió la 

presentación de la demanda enmendada sin hacer mención del escrito de 

Oposición de la codemandada RANI. Apéndice del recurso, pág. 78. 

  En particular, el mismo 20 de julio de 2020, el TPI emitió tres órdenes, 

todas notificadas el 22 de julio de 2020, mediante las cuales, 
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Moción en Oposición a Moción para Presentar Demanda 

Enmendada de la codemandada RANI.3  

Inconforme, el 24 de julio de 2020, RANI presentó una 

Moción de Reconsideración en Cuanto a la Determinación en la 

que se Admite Moción a Demanda Enmendada “en la que no se 

concedió el remedio solicitado”.4 A su vez, el TPI, mediante Orden 

emitida el 1 de noviembre de 2020 y notificada el 5 de noviembre 

de 2020, mantuvo en vigor la orden del 22 de julio de 2020 en 

que admitió la demanda enmendada.5  

Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, por los fundamentos que expondremos a continuación, 

se expide el certiorari y se confirma la Resolución recurrida. 

I. 

Este caso se origina cuando la parte recurrida presentó el 5 

de agosto de 2015, una acción contra la codemandada N&R 

Developer, la peticionaria RANI Holdings y Otros, por 

incumplimiento de contrato, enriquecimiento injusto, cobro de 

dinero y remedio provisional bajo la Regla 56.5 de las de 

Procedimiento Civil.6  

En la Demanda, se alegó que la codemandada N & R era 

dueña de un inmueble que segregó en dos parcelas de terreno y 

que obtuvo un permiso de la extinta Administración de 

 
respectivamente: (1) permitió la presentación de la demanda enmendada, 

Apéndice del recurso, pág. 78; (2) emitió la orden para expedir los 

emplazamientos correspondientes, Apéndice del recurso, pág. 45.; y, (3) 

respondiendo a la solicitud de RANI, de término para oponerse de la 

demanda enmendada, se limitó a expresar que, mediante una resolución 

del Tribunal Supremo, todos los términos se habían extendido hasta el 15 

de julio de 2020, y que la codemandada había tenido hasta esa fecha para 

expresarse, Apéndice del recurso, pág. 44.  
3 Apéndice del recurso, págs. 37-43, (Moción en Oposición a “Moción para 

Presentar Demanda Enmendada”). Esta moción no aparece en el listado de 

documentos del caso en SUMAC (CFAC2015-0008), pero ambas partes 

hacen referencia a la misma en sus escritos.  
4 Apéndice del recurso, págs. 79-87, (Moción de reconsideración). 
5 Apéndice del recurso, pág. 88, (Orden del 5 de noviembre de 2020). 
6 Apéndice del recurso, págs. 1-13, (Demanda); 32 LPRA Ap. V, R. 56.5. 
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Reglamentos y Permisos (en adelante, ARPe), sobre una de dichas 

parcelas para construir un edificio comercial que se sometería al 

régimen de propiedad horizontal (en adelante, RPH).7 

Posteriormente, RANI adquirió ambos inmuebles de N&R y otorgó 

una escritura matriz con el propósito de viabilizar la venta de 

locales comerciales de manera individualizada, los cuales estarían 

localizados en la propiedad para la cual N&R había obtenido el 

permiso de construcción para un edificio comercial.8  

Así, S-Mart y los otros codemandantes recurridos otorgaron 

escrituras de compraventa para adquirir sus respectivos locales 

comerciales.9 Sin embargo, estos no han podido inscribir dichas 

escrituras porque, el Registrador de la Propiedad notificó varios 

defectos en la escritura matriz que impiden su inmatriculación.10 

Entre las faltas notificadas, está el hecho de que los 

estacionamientos del edificio de los codemandantes, ubican en el 

otro predio de terreno, y ello incumple con la Ley de Condominios, 

Ley Núm. 103-2003.11 

La parte recurrida alegó que los accionistas de N&R y RANI 

crearon y utilizaron dichas corporaciones para violar la ley, evadir 

obligaciones contractuales y defraudar a los compradores.12 

Sostuvo que las actuaciones de los codemandados constituyen un 

 
7 Oposición a expedición de auto de certiorari (en adelante, “Oposición a 

Certiorari”), pág. 2; Apéndice del recurso, págs. 4–5, ¶¶ 16–17. 
8 Oposición a Certiorari, pág. 2; Apéndice del recurso, pág. 5, ¶¶ 18, 21; 

Apéndice del recurso, pág. 55, ¶ 29, (Demanda Enmendada). 
9 Apéndice del recurso, págs. 60–65, ¶¶ 46, 49, 51, 53, 55, 57, 59, 61, 63. 

Los demandantes originales incluían S-Mart Design Group; TG Laboratories, 

LLC; Jorge Alberto Méndez Ramos, su esposa Raquel Rodríguez Monge, y la 

Sociedad Legal de Gananciales (SLG) compuesta por ambos; Héctor Manuel 

Juarbe Malavé, su esposa Yolanda Rivera Feliciano y la SLG compuesta por 

ambos; Cristóbal González Bianchi; Juan Nicolás Valentín, su esposa 

Josephine Carro Santiago y la SLG compuesta por ambos; Miguel A. García 

Llorens; y MECA Investments Group Corp. y otros. Actualmente, TG Labs. 

ya no forma parte de esta acción.  
10 Oposición a Certiorari, pág. 2; Apéndice del recurso, págs. 6–7, ¶¶ 30–32; 

Apéndice del recurso, pág. 67–68, ¶¶ 74–76.  
11 Oposición a Certiorari, pág. 2; Apéndice del recurso, págs. 6–7, ¶¶ 30–31; 

Apéndice del recurso, pág. 67–68, ¶¶ 74–76; 31 LPRA sec. 1291 et seq. 
12 Oposición a Certiorari, pág. 3; Apéndice del recurso, págs. 7–8, ¶33. 
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claro incumplimiento contractual. Ello, porque RANI se 

comprometió a otorgar cualquier escritura pública o documento 

necesario para lograr la pronta inscripción de la escritura matriz y 

las escrituras de compraventa e hipoteca.13 

Razón por la cual, la parte recurrida también alega daños y 

angustias mentales por la incertidumbre que causa el hecho de 

tener propiedades que no se han podido inscribir, no poder 

disponer de las mismas, ni beneficiarse de mejores tasas de 

interés, por el cobro indebido de cuotas de mantenimiento, no 

poder organizarse ni tomar decisiones según dispone el RPH, y la 

pérdida de clientela por el problema de estacionamiento causado 

al tener que compartirlo con otro edificio al estar ubicado en otro 

predio.14  

La aquí peticionaria RANI presentó su Contestación a la 

Demanda el 23 de noviembre de 2015.15 En la misma fecha, la 

N&R presentó un documento titulado Moción de Desestimación al 

Palio de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil Vigentes, sin 

someterse a la jurisdicción del tribunal.16 Trece (13) meses más 

tarde, el 31 de diciembre de 2016, este Tribunal de Apelaciones 

confirmó la decisión del TPI de rechazar la moción de 

desestimación presentada por N & R.17 

Así, RANI explica en su certiorari que no es hasta el 26 de 

junio de 2017, fecha en que N & R presentó su Contestación a la 

Demanda, cuando comienzan propiamente con los 

 
13 Oposición a Certiorari, pág. 3; Apéndice del recurso, págs. 8, ¶35. 
14 Oposición a Certiorari, pág. 3; Apéndice del recurso, págs. 8–9, ¶37–38. 
15 Apéndice del recurso, págs. 14-20 (Contestación a Demanda). 
16 Oposición a Certiorari, págs. 3–4; Apéndice I de Oposición al Certiorari, 

págs. 1–6.  
17 Oposición a Certiorari, pág. 4; Apéndice II de Oposición (Sentencia TA), 

págs. 9–19: S-Smart Design Group et al. v. N&R Developer, 

KLCE201601200, en la pág. *11 (31 de octubre de 2016). 
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procedimientos; es decir, casi dos años después de la 

presentación de la demanda.18  

Representó un retraso también el paso de los huracanes 

Irma y María en septiembre de 2017, de manera que las partes 

informaron al tribunal en la vista del 4 de diciembre de 2017, que 

apenas comenzaba la etapa del descubrimiento de prueba.19  

Tras varios incidentes procesales, incluido el cambio de 

representación legal de los recurridos,20 estos presentaron una 

Moción de Desistimiento Parcial con Perjuicio el 12 de septiembre 

de 2019, mediante la cual desistieron de las reclamaciones de 

daños por angustias mentales y daños económicos sufridos hasta 

la fecha, por la merma en la clientela causada por el problema de 

los estacionamientos.21 

El 20 de noviembre de 2019, la parte recurrida solicitó 

término adicional para culminar el descubrimiento de prueba.22 El 

16 de diciembre de 2019, se le concedió un término adicional de 

45 días.23 

Los procedimientos se interrumpieron nuevamente, esta vez 

por los temblores de tierra que experimentó Puerto Rico en enero 

de 2020.24 Además, en la vista celebrada el 22 de enero de 2020, 

el TPI concedió término para agotar el remedio dispuesto en la 

Regla 27.2 de las de Procedimiento Civil.25 El término vencía el 11 

de febrero de 2020, y en esa fecha  se diligenciaron las citaciones 

 
18 Oposición a Certiorari, pág. 4. 
19 Oposición a Certiorari, pág. 4; Apéndice III de Oposición (Minuta de vista), 

págs. 20–21. 
20 Oposición a Certiorari, pág. 4; Apéndices IV y V de Oposición, págs. 22–25 
21 Apéndice del recurso, págs. 21-22 (Moción de desistimiento parcial con 

perjuicio). El TPI acogió dicha moción mediante una Sentencia Parcial, el 8 

de octubre de 2019. Apéndice del recurso, pág. 23 (Sentencia Parcial). 
22 Apéndice del recurso, pág. 24. 
23 Apéndice del recurso, pág. 24. 
24 Oposición al Certiorari, pág. 5. 
25 Relativa a la “Notificación para deposición y producción de objetos o 

documentos”, 32 LPRA Ap. V, R. 27.2. 
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correspondientes a la Autoridad de Energía Eléctrica (AEE) y la 

OGPe.26 Así, la OGPe entregó el 9 de marzo de 2020, copia de una 

serie de documentos relacionados a lo solicitado en las 

citaciones.27 

Luego, los procedimientos se vieron interrumpidos en marzo 

de 2020 por el comienzo de la implementación de las medidas de 

prevención contra la pandemia del Coronavirus en el país y el 

gobierno.28  

Así las cosas, la parte recurrida, esboza que, tras analizar la 

documentación provista por la OGPe, junto a la prueba 

documental ya en el expediente, decidió que era necesario 

enmendar la demanda, y presentó el 19 de mayo de 2020, una 

Moción para presentar Demanda Enmendada.29 Por su parte, RANI 

presentó moción solicitando término para oponerse a la misma el 

22 de mayo de 2020.30 Aparentemente sin expresión del TPI 

respecto a ninguna de las dos mociones descritas, las recurridas 

presentaron la Demanda Enmendada el 3 de junio de 2020.31 De 

cualquier forma, según RANI, esta sometió oportunamente su 

Oposición a Moción para presentar demanda enmendada, el 15 de 

julio de 2020.32  

 
26 Apéndice del recurso (Moción para Presentar Demanda Enmendada), pág. 

25.  
27 Apéndice del recurso, pág. 25. 
28 Oposición al Certiorari, pág. 5. 
29 Apéndice del recurso, págs. 24-34 (Moción para Presentar Demanda 

Enmendada). 
30 Apéndice del recurso, págs. 35-36 (Moción solicitando término para 

oponernos a moción para presentar demanda enmendada). 
31 Apéndice del recurso, págs. 46-77 (Demanda Enmendada); Apéndice del 

recurso, pág. 88. En SUMAC, aparecen ambas —la Moción para presentar 

Demanda Enmendada y la Demanda Enmendada—, como presentadas el 3 

de junio de 2016. 
32 Respecto a las fechas de la presentación de las diferentes mociones: En la 

Oposición al Certiorari (pág. 5.), la parte demandante recurrida S-Mart 

expresa que presentó la Moción para Presentar Demanda Enmendada el 3 

de junio de 2020. La Moción en sí tiene fecha del 18 de mayo de 2020, 

aunque sin el sello de acuse de recibo de Secretaría. En el Recurso de 

Certiorari (pág. 5), la recurrente codemandada RANI dice que la moción 

para presentar la demanda enmendada se presentó el 19 de mayo de 2020. 

RANI solicitó término para oponerse a moción de presentar demanda 
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El 22 de julio de 2020 se notificaron tres órdenes del TPI. 

Mediante las mismas, el tribunal recurrido, respectivamente: 

indicó que la codemandada había tenido hasta el 15 de julio de 

2020 para expresarse, admitió la demanda enmendada y ordenó 

la expedición de los emplazamientos correspondientes.33 La 

peticionaria solicitó reconsideración el 24 de julio de 2020.34 El TPI 

denegó la solicitud de reconsideración de RANI mediante Orden el 

1 de noviembre de 2020 y notificada el 5 de noviembre de 2020, 

y mantuvo en vigor la Orden del 20 de julio de 2020 que autorizó 

la presentación de la demanda enmendada. 

Inconforme, RANI presentó el presente recurso de 

certiorari, el 4 de diciembre de 2020. En este, plantea el siguiente 

error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al admitir y dar curso a la Demanda Enmendada 
presentada por la parte Demandante Recurrida, 

luego de cinco años de iniciado el pleito, aun 
cuando la misma altera radicalmente el alcance 

y naturaleza de la reclamación originalmente 
incoada, lo que causa un perjuicio indebido a la 

parte codemandada peticionaria. 

El 17 de diciembre de 2020, este Tribunal ordenó a la parte 

recurrida exponer su postura y presentar su alegato. Habiendo la 

parte recurrida presentado su Oposición a Expedición de Auto de 

Certiorari, el 19 de enero de 2021, estamos en posición de 

resolver.  

 
enmendada, el 22 de mayo de 2020, según copia con acuse de recibo de 

Secretaría del TPI. Apéndice VI, pág. 36. Aparte, la parte codemandante en 

su Oposición al Certiorari (pág. 6), se refiere a una Moción de Oposición a 

Moción Para presentar Demanda Emendada de la codemandada N&R 

presentada el 15 de julio de 2020, que no tenemos en el expediente. Por 

todo lo anterior, deducimos que, de hecho, la parte demandante presentó 

una Moción para presentar Demanda Enmendada el 19 de mayo de 2020 y 

que la Demanda Enmendada misma se presentó el 3 de junio de 2020, 

según también aparece en la Orden del TPI del 1 de noviembre de 2020. 
33 Ver escolio 3 de esta Resolución. 
34 En su Oposición al Certiorari, la parte peticionaria hace referencia a una 

solicitud de N & R que no tenemos en el expediente, titulada Moción de 

Reconsideración Urgente al palio de la Regla 47 de Procedimiento Civil de la 

Resolución Admitiendo y Permitiendo la Demanda Enmendada (pág. 6). 
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II 

-A- 

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce el derecho de una 

parte afectada por una resolución u orden interlocutoria emitida 

por un tribunal de primera instancia, a presentar un recurso de 

certiorari en esta segunda instancia judicial dentro del término de 

cumplimiento estricto de 30 días siguientes a la fecha de la 

notificación del dictamen por el foro primario.35 Como es sabido, 

la mera presentación de un recurso discrecional de certiorari, a 

diferencia de una apelación, no tiene el efecto de paralizar los 

procedimientos ante el Tribunal de Primera Instancia.36  

La Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, “alteró 

sustancialmente el enfoque prácticamente irrestricto 

característico de la revisión interlocutoria de las órdenes y 

resoluciones emitidas por el TPI hasta entonces vigente, dando 

paso a uno mucho más limitado”.37 Ello, en ánimo de atender los 

inconvenientes asociados con el retraso que ocasionaba el 

esquema anterior en los procedimientos, “así como la 

incertidumbre que se suscitaba entre las partes del litigio”.38 Por 

ello, se entendió que los dictámenes interlocutorios podían 

esperar al final del litigio para que fueran revisados junto con la 

apelación de la sentencia. De igual forma, con el propósito de 

acelerar los trámites apelativos, se estableció en dicha regla “que 

en los casos en que se denegase la expedición del recurso de 

 
35 Reglas 52.1 y 52.2(b) de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009 (32 

LPRA Ap. V); Regla 32(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones (4 

LPRA Ap. XXII–B). 
36 Regla 35(A)(1) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones (4 LPRA Ap. XXII-

B); Regla 52.3 (b) de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009 (32 LPRA 

Ap. V). Véase, además, Mun. Rincón v. Velázquez Muñiz, 192 DPR 989, 1003 

(2015).  
37 32 LPRA Ap. V, R. 52.1; IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 (2012). 
38  Íd. 
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certiorari no sería necesario que el tribunal expusiera sus razones 

para tal determinación”.39 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, supra, fijó de 

manera taxativa aquellos asuntos que serían adecuados para 

revisión interlocutoria del Tribunal de Apelaciones mediante el 

recurso de certiorari, siempre sujeto a la naturaleza discrecional 

de tal mecanismo. Es decir, que al aprobarse las nuevas Reglas 

de Procedimiento Civil se dispuso en la Regla 52.1 una prohibición 

general a que el Tribunal de Apelaciones revisara mediante auto 

de certiorari toda resolución u orden interlocutoria. No obstante, 

la propia regla estableció las circunstancias excepcionales en las 

que el foro apelativo intermedio tendría jurisdicción para atender 

mediante recurso de certiorari determinaciones interlocutorias del 

TPI.40  

A esos efectos, la mencionada Regla 52.1, supra, dispone 

en lo pertinente: 

. . .  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el [TPI], 

solamente será expedido por el Tribunal de 
Apelaciones cuando se recurra de una resolución u 

orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de 
una moción de carácter dispositivo. No obstante, y 

por excepción a lo dispuesto anteriormente, el 

Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el [TPI] 

cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad 
de testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 

relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 

que revistan interés público o en cualquier otra 
situación en la cual esperar a la apelación constituiría 

un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar la 
expedición de un recurso de certiorari en estos casos, 

el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión.   

. . .  41 (Énfasis Suplido). 

 
39  Íd.; Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 182 DPR 580 (2011). 
40  Job Connection Center v. Sups. Econo, 185 DPR 585 (2012). 
41  32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
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Distinto al recurso de apelación, esta segunda instancia 

judicial tiene la facultad de expedir el auto de certiorari de manera 

discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos interlocutorios. 

Sin embargo, nuestra discreción debe ejercerse de manera 

razonable, procurando siempre lograr una solución justiciera.42 

La revisión de la resolución recurrida solo puede hacerse 

mediante el auto discrecional del certiorari. La Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece los criterios que 

debemos tomar en consideración al atender una petición como la 

de autos. Dichos criterios son los siguientes: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  

D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados.  

E. Si la etapa del procedimiento en que se 
presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.  

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.43 (Énfasis 

Suplido). 

Tales criterios no funcionan en un vacío. Es necesario tomar 

en cuenta el contexto procesal en el que surge la controversia 

recurrida. Así, reconocemos que los Tribunales de Primera 

Instancia tienen una gran discreción en el manejo de los 

 
42 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 
43 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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procedimientos celebrados en sus salas. El Tribunal Supremo ha 

definido la discreción judicial como “el poder para decidir en una 

u otra forma, esto es, para escoger entre uno o varios cursos de 

acción”; “es una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justiciera”.44 

Es decir, el ejercicio de la discreción judicial debe estar 

avalada por el convencimiento del juez o la jueza de que la 

decisión tomada por ellos se sostiene en el estado de derecho 

aplicable a la cuestión planteada. Ese ejercicio constituye “la 

razonabilidad” de la sana discreción judicial.45  

En fin, los foros apelativos solo intervendrán con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales del tribunal 

apelado o recurrido cuando este incurra en arbitrariedad o en un 

craso abuso de discreción. 

-B- 

Sobre las enmiendas a las alegaciones, la Regla 13.1 de las 

de Procedimiento Civil dispone que:         

Cualquier parte podrá enmendar sus alegaciones una 
vez en cualquier momento antes de habérsele notificado 

una alegación responsiva, o si su alegación es de las que 
no admiten alegación responsiva y el pleito no ha sido 

señalado para juicio, podrá de igual modo enmendarla 
en cualquier fecha dentro de los veinte (20) días de 

haber notificado su alegación. En cualquier otro caso, las 
partes podrán enmendar su alegación únicamente con 

permiso del tribunal o mediante el consentimiento por 
escrito de la parte contraria; y el permiso se concederá 

liberalmente cuando la justicia así lo requiera. La 

solicitud de autorización para enmendar las alegaciones 
deberá estar acompañada de la alegación enmendada en 

su totalidad.  Una parte notificará su contestación a una 
alegación enmendada dentro del tiempo que le reste 

para contestar la alegación original o dentro de veinte 
(20) días de haberle sido notificada la alegación 

enmendada, cualquiera de estos plazos que sea más 
largo, a menos que el tribunal de otro modo lo ordene.46 

 
44 Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990).  
45 Negrón v. Srio. de Justicia, supra, a la pág. 91 (2001), citando a Bco. Popular 

de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997). 
46 32 LPRA Ap. V, R. 13.1.   
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El Tribunal Supremo ha expresado reiteradamente que los 

tribunales deberán conceder el permiso para enmendar las 

alegaciones originales de forma liberal, aun cuando el proceso 

se encuentre en una etapa avanzada.47  Ello es así porque el 

tribunal tiene el deber de impartir justicia y descubrir la verdad.48   

No obstante, esta liberalidad para conceder enmiendas a las 

alegaciones “no es infinita” y debe responder a varios criterios.49 

El Tribunal Supremo ha expresado que antes de autorizar o 

desautorizar una enmienda a las alegaciones, el tribunal debe 

analizar y tomar en consideración: (1) el momento en que se 

solicita la enmienda; (2) qué impacto o efecto tiene la misma en 

la rápida adjudicación de la controversia; (3) las razones, o falta 

de ellas, por las cuales no se incluyó la enmienda en la alegación 

original; (4) el daño o perjuicio a la otra parte; y (5) la naturaleza 

o méritos intrínsecos de la enmienda en cada caso particular.50  

Sin embargo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

reconocido que el factor de mayor relevancia al momento de 

evaluar una solicitud de enmienda de las alegaciones, es el 

perjuicio que la enmienda puede causar a la parte 

contraria.51  Independientemente de la etapa en que se presente 

la enmienda propuesta o de que esta incluya nuevas teorías o 

reclamaciones, los tribunales deben ponderar con especial énfasis 

el perjuicio que dicha enmienda podría causarle a la otra 

parte.52  Un mero cambio en teoría no es un perjuicio indebido y 

 
47 Regla 13.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 13.1; Colon 

Rivera v. Wyeth Pharm., 184 DPR 184, 198 (2012).   
48 Pérez Cruz v. Hospital La Concepción, 115 DPR 721, 737 esc. 4 (1984).   
49 Epifanio Vidal v. Suro, 103 DPR 793, 796 (1975).   
50 Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721, 730 (2005); Epifanio Vidal v. Suro, 

supra, a la pág. 796.   
51 Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, a la pág. 199; S.L.G. Font Bardon v. 

Mini-Warehouse, 179 DPR 322, 335 (2010). 
52 Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, a las págs. 199–200; S.L.G. Sierra v. 

Rodríguez, 163 DPR 738, 749 (2005). 
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tampoco lo es por sí solo el tiempo transcurrido entre la 

presentación de la alegación original y la enmienda propuesta.53  

Ha indicado el Alto Foro que “cuando la propuesta enmienda 

altera radicalmente el alcance y naturaleza del caso, con un 

consecuencial cambio, convirtiendo la controversia inicial en 

tangencial, el permiso debe ser denegado, pero ello no significa 

que no se puedan adicionar nuevas teorías o nuevas 

reclamaciones”.54  

III 

En el caso ante nos, la parte peticionaria argumenta que la 

Moción para Presentar Demanda Enmendada y la Demanda 

Enmendada en sí de la parte recurrida, constituyen un mecanismo 

para alegar supuestos daños que no tienen nada que ver con lo 

reclamado en la demanda original y para hacer alegaciones 

imprecisas que a veces no se entiende a cuál de las demandadas 

van dirigidas.55 

Además, RANI expone que la enmienda “altera radicalmente 

el alcance y naturaleza de la reclamación”.56 Plantea que la parte 

peticionaria trae ahora reclamaciones nuevas y/o disimula la 

naturaleza de sus reclamaciones para tratar de evadir que se le 

desestime el pleito, en todo o en parte.57 También afirma que se 

ha “agotado el descubrimiento de prueba” y que la parte 

demandada ya ha “vertido al récord y discutido con la parte 

 
53 Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, a la pág. 200; S.L.G. Font Bardon v. 

Mini-Warehouse, supra, a la pág. 336. 
54 Colón Rivera v. Wyeth Pharm., supra, a la pág. 199, citando a J.A. Cuevas 

Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. J.T.S., 

2011, T. II, pág. 594. 
55 Certiorari, págs. 5–6, ¶8. 
56 Certiorari, pág. 7. 
57 Certiorari, pág. 10. 
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demandante . . . un mecanismo para atender el problema de la 

falta de inmatriculación del Régimen de Propiedad Horizontal”.58  

Argumenta que, por ejemplo, la parte recurrida incluye por 

primera vez una causa de acción de impugnación de los permisos 

de uso y de construcción expedidos por ARPe, y la consecuente 

solicitud de revocación de estos, por un alegado esquema de 

maquinaciones insidiosas, engaño y fraude.59 Arguye que la 

solicitud de que se ordene la demolición del inmueble objeto del 

litigio, como consecuencia de la impugnación de los permisos, 

también surge por primera vez.60  

RANI añade que la peticionaria integra al pleito en calidad 

de codemandada a la OGPe y a otras nueve partes, y con ello 

altera radicalmente la teoría del caso y obliga a RANI a incurrir en 

nuevos gastos, alterar su estrategia de litigación, e incluso a 

comenzar un nuevo descubrimiento de prueba.61 

Que la enmienda tiene el efecto de plantear reclamaciones 

distintas y teorías nuevas que se basan en hechos diferentes a los 

alegados inicialmente, causando así que la demanda original, sus 

alegaciones, causas de acción y remedios solicitados se vuelvan 

tangenciales a la demanda enmendada.62 Dice que se tiene que 

evaluar la pertinencia y razonabilidad de la demora incurrida.63 En 

fin, entiende que, con estas actuaciones, se vulnera el estándar 

de perjuicio indebido establecido por Colón v. Wyeth.64  

La parte recurrida, en su Oposición al Certiorari, enfatiza 

que Regla 13.1 de las de Procedimiento Civil, así como la 

 
58 Certiorari, pág. 7, 12. 
59 Certiorari, pág. 10. 
60 Certiorari, pág. 10. 
61 Certiorari, págs. 10–11. 
62 Certiorari, pág. 10. 
63 Certiorari, págs. 10–11. 
64 Certiorari, pág. 10. 
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jurisprudencia asociada destacan la liberalidad con que se debe 

conceder el permiso para enmendar las alegaciones.65  

S-Mart plantea que enmendar la demanda era indispensable 

para incluir como parte demandada a la OGPe, como sucesora de 

ARPe.66 Esto porque alegadamente ARPe expidió una serie de 

Resoluciones sobre Anteproyecto y Permisos de Construcción o 

Usos, en contravención a las leyes y los reglamentos aplicables, 

mediando alegadamente fraude, dolo y/o engaño de parte de N&R 

y RANI. Los recurridos entienden que dichas resoluciones y 

permisos afectan sus derechos propietarios y representan un 

riesgo a su salud y seguridad, y a la de sus clientes.67 Plantea que 

estos hechos exigen que las resoluciones y/o permisos concedidos 

por ARPe se revoquen y la obra correspondiente sea demolida o 

modificada.68 También explica que la necesidad de incluir como 

parte a la OGPe surge de reconocer que se presume la corrección 

y legalidad de las determinaciones finales y de los permisos 

expedidos.69 

Según los recurridos, dados los hechos alegados en la 

Demanda Enmendada, consideraron prudente incluir también 

como partes con interés al acreedor hipotecario Banco Popular de 

Puerto Rico y a los arrendatarios u ocupantes de la propiedad 

objeto de las resoluciones y permisos en controversia, por 

entender que serían parte indispensable, dada la posibilidad de 

que dichas Resoluciones o permisos se revoquen y la obra 

correspondiente, sea demolida o modificada.70 

 
65 Oposición al Certiorari, pág. 7; 32 LPRA Ap. V, R. 13.1.   
66 Apéndices V y X, págs. 25, 49; Oposición a Certiorari, pág. 5. 
67 Oposición a Certiorari, pág. 5; Apéndice V, págs. 25–26; Apéndice X 

(Demanda Enmendada), págs. 46–77. 
68 Oposición a Certiorari, pág. 5. 
69 Oposición a Certiorari, págs. 5–6; 23 LPRA secs. 9019i, 9024–9024e. 
70 Oposición a Certiorari, págs. 6; 

 En lo pertinente, la Sección 9024 dispone: 
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S-Mart hace un resumen de la Demanda original y la 

compara con la Demanda Enmendada.71 Las causas de acción 

originales eran: incumplimiento de contrato, cobro de dinero, 

enriquecimiento injusto y la solicitud de un remedio provisional. 

S-Mart detalla en qué consistió el incumplimiento de contrato a 

partir de lo ya expuesto en torno a los permisos y los daños 

sufridos. Explica que los recurridos no han logrado inscribir sus 

respectivas titularidades en el Registro de la Propiedad por 

problemas causados por un permiso de construcción que sometió 

RANI ante la ARPe para un edificio aledaño al de los recurridos. 

Alega que, entre otras cosas, el permiso permitió que ese edificio 

usurpara el área de estacionamiento autorizado para el edificio de 

los recurridos y que se ubicaran estacionamientos en una 

servidumbre de paso.  Esto, a su vez, provocó que el Registrador 

de la Propiedad denegara la inscripción de la Escritura Matriz del 

Régimen de Propiedad Horizontal del edificio de los recurridos, y 

por lo tanto se denegara también la inscripción de las escrituras 

de compraventa de las propiedades adquiridas por los 

recurridos.72 Las otras tres causas de acción se derivan, 

esencialmente, del alegado incumplimiento de contrato.73 

 
 La Junta de Planificación, así como cualquier entidad gubernamental 

concernida, Municipio Autónomo con Jerarquía de la I a la V o cualquier otra 

dependencia o instrumentalidad del Gobierno de Puerto Rico en 

representación del interés público o una persona privada, natural o jurídica, 

que tenga un interés propietario o personal que podría verse adversamente 

afectado, podrá presentar una acción de injunction, mandamus, sentencia 

declaratoria, o cualquier otra acción adecuada para solicitar: (1) la 

revocación de un permiso otorgado, cuya solicitud se haya hecho utilizando 

información incorrecta o falsa; (2) la paralización de una obra iniciada sin 

contar con las autorizaciones y permisos correspondientes, o incumpliendo 

con las disposiciones y condiciones del permiso otorgado; (3) la paralización 

de un uso no autorizado; (4) la demolición de obras construidas, que al 

momento de la presentación del recurso y al momento de adjudicar el 

mismo no cuenten con permiso de construcción, ya sea porque nunca se 

obtuvo o porque el mismo ha sido revocado. 
71 Oposición al Certiorari, págs. 9–17. 
72 Oposición al Certiorari, págs. 9–10. 
73 Oposición al Certiorari, págs. 10–11. 



 
 
 
KLCE202001243                               
    

 

17 

En resumen, según la parte recurrida, la Demanda 

Enmendada es el producto directo de evidencia que les fue 

entregada el 9 de marzo de 2020.74 De esa evidencia entregada 

por OGPe surge, según la Demanda Enmendada, que la ARPe 

expidió unas resoluciones y permisos relacionados al predio 

colindante al de los recurridos en contravención a las leyes y 

reglamentos aplicables y que medió fraude, dolo y/o engaño de 

las partes peticionarias.75 Además, plantean que las partes con 

interés que se han añadido a la demanda son necesarias como 

resultado directo también de la evidencia que les fue entregada 

en marzo de 2020.76 Veamos. 

De hecho, este tribunal ha hecho una comparación 

independiente y metódica, aunque general y no exhaustiva, entre 

la Demanda original y la Demanda Enmendada. Nos parece que 

los cambios que presenta la Demanda Enmendada se limitan a 

detallar los aspectos que se trajeron de manera general en la 

demanda original y a traer a colación aspectos que surgen 

directamente al proceso natural en una acción civil, 

específicamente respecto al descubrimiento de prueba. Los 

cambios son numerosos, por el detalle, pero no diferentes en 

sustancia. Por otra parte, la peticionaria no nos ha puesto en 

posición, mediante comparaciones específicas, para concluir que 

las alegaciones son “radicalmente” diferentes, como alega en su 

Recurso de Certiorari. La diferencia entre la Demanda original y la 

Demanda Enmendada parece ser solamente que la segunda es 

 
74 Tomando conocimiento judicial de que el primer cierre por la pandemia 

entró en vigor el 16 de marzo de 2020, se observa que esta evidencia les 

fue entregada a los codemandantes días antes del cierre.  
75 Oposición al Certiorari, págs. 11–12; más Demanda Enmendada, pág. 4-11. 
76 Oposición al Certiorari, pág. 12. 
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más específica sobre dónde se alega ocurrieron los supuestos 

engaños, por ejemplo. 

En términos del tiempo transcurrido entre la fecha de la 

presentación de la Demanda original y la Demanda Enmendada, 

entendemos que no ha ocurrido una demora excesiva. Basta 

observar el desglose de los incidentes de los procedimientos, con 

sus respectivas fechas —según se puede observar en la primera 

parte de esta Resolución— para saber que ha habido progreso 

regular, habida cuenta de las interrupciones por asuntos fuera del 

control de los recurridos. Algunas de las pausas han tenido que 

ver con mociones de las propias partes RANI, N&R, y algunas de 

las personas naturales demandadas.  

Respecto a la etapa del descubrimiento de prueba, nada en 

el expediente provisto por ambas partes nos da a entender que 

esta había culminado para cuando se presentó la moción para 

presentar demanda enmendada el 19 de mayo de 2020. Los 

asuntos traídos en la Demanda Enmendada parecen fruto directo 

del descubrimiento de prueba y la evidencia provista.  

Sobre la inclusión de nuevas partes, ello parece necesario 

para disponer completamente de la controversia. El mero 

transcurso del tiempo en este caso no constituye un perjuicio 

indebido, porque las partes han estado al tanto todo el tiempo en 

qué consiste la reclamación fundamental y esta no ha cambiado. 

En fin, opinamos que el tribunal recurrido no erró al admitir 

la Demanda Enmendada cuando lo hizo. La parte peticionaria 

plantea que el tribunal abusó de su discreción al admitir la 

Demanda Enmendada. No encontramos evidencia de tal abuso. 

No observamos que el dictamen haya sido contrario a derecho o 

que haya abusado de su discreción el tribunal recurrido al emitirlo, 

así como tampoco hallamos en el recurso del peticionario alguno 
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de los criterios dispuestos por la Regla 40 del Tribunal de 

Apelaciones que impidan expedir el recurso presentado. Tampoco 

que la parte peticionaria se ubique en un estado de indefensión 

que amerite nuestra intervención. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se expide el recurso 

de certiorari y se confirma la Resolución recurrida. 

  Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  
 

 
 


